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Nos encontramos en una era 
en la que el progreso tec-
nológico y, en particular, 
el Internet han modifica-
do las formas de acceder, 

obtener y utilizar la información, ge-
nerando enormes oportunidades para 
potenciar la libertad de expresión, el acceso al 
conocimiento y la innovación. 

De hecho –según un reciente estudio de 
McKinsey & Company–, en algunos países las 
industrias basadas en tecnologías de la infor-
mación y el Internet contribuyen hasta con tres 
puntos porcentuales del PBI. Sin embargo, la 
utilización indiscriminada de esta informa-
ción de manera no autorizada trae algunos 
riesgos en términos de privacidad. 

La visión de algunos países, sobre todo euro-
peos, ha sido enfrentar estos riesgos recurrien-
do a la regulación. Nuestro país, siguiendo ese 
camino, aprobó el año pasado la Ley General 
de Protección de Datos Personales, que, en 
términos generales, establece que ninguna 
entidad pública o privada podrá utilizar in-
formación personal de ningún ciudadano sin 
su autorización “previa, informada, expresa 
e inequívoca”. El sábado 22 de setiembre el 
Ministerio de Justicia publicó el proyecto de 
reglamento de la ley otorgando un segundo 
plazo para la presentación de comentarios.

El tema más sensible del proyecto son las 
características de la autorización que cada 
usuario deberá proporcionar a toda entidad 
pública o privada que gestione o administre 
sus datos personales (“previa, informada, ex-
presa e inequívoca”). El proyecto desarrolla en 
detalle el significado de estos términos y añade 
el adjetivo “libre”. Más allá del válido ánimo 
garantista del proyecto, el resultado ha sido 

una redacción con incidencia particular 
en el carácter “directo” e indubitable de la 
autorización requerida. Una interpreta-
ción inflexible de la norma podría llevar 
a que cualquier negocio o proveedor de 
contenidos online se vea obligado a limi-
tar su oferta de recomendaciones y publi-

cidad o, a fin de evitar contingencias legales, haga 
compleja y poco práctica nuestra navegación por 
sus plataformas.

Aplicado a los nuevos entornos digitales, lo an-
terior podría generar consecuencias no deseadas, 
como limitar el libre flujo de la información en la 
red, dificultar la navegación en la misma e impo-
ner cargas a los intermediarios y gestores de esta 
información, lo cual hará muy difícil el propio 
cumplimiento de las disposiciones propuestas.

El proyecto propone que la autorización de 
uso de nuestros datos personales sea “libre” y, 
literalmente, no condicionada a ningún tipo de 
beneficio. Sin embargo, y probablemente sin 
pretenderlo, ello termina poniendo en jaque 
una verdadera libertad jurídica, aquella que nos 
permite celebrar contratos a base de acuerdos 
privados (los abogados llamamos a esto “autono-
mía de la voluntad de las partes”). En ese contexto 
la propuesta puede terminar obstaculizando el 
saludable margen de acción del que debe gozar la 
libre iniciativa privada.

Así, el proyecto comete un típico error de las le-
yes peruanas: por querer proteger a las personas 
puede terminar complicándoles la vida aplicando 
reglas complejas a una realidad más complicada 
aún como la digital. 

Después de todo, son las personas, cuya priva-
cidad está en juego, las que deberían decidir la for-
ma de autorizar el uso de sus datos personales a 
través de un clic, con su firma autógrafa o incluso 
mediante señales de humo.

Según Joseph Schumpeter, lo 
que define a la democracia 
es el carácter competitivo de 
las elecciones: hay demo-
cracia allí donde la oposi-

ción tiene una posibilidad efectiva de 
derrotar en ellas al gobierno. Si se con-
firman los indicios de fraude que pesan sobre 
las elecciones del domingo 7 en Venezuela, por 
tanto, lo ocurrido allí sería un ejemplo más de 
“elecciones sin democracia”. Sin embargo, si no 
se confirman estos indicios, estaríamos frente 
a uno de “democracia sin libertad” o, lo que es 
lo mismo, de “democracia iliberal”.

El término “democracia iliberal” –acuñado 
por Fareed Zakaria, pero utilizado también por 
Peter H. Smith y otros– describe una situación 
en la que se tiene un gobierno elegido, pero 
que no respeta las libertades civiles y econó-
micas de sus ciudadanos. Indudablemente, en 
los 14 años que lleva en el poder, el presidente 
Hugo Chávez ha avasallado unas y otras. El que 
dichas acciones hayan estado respaldadas en 
su Constitución de 1999 –conocida como ‘El 
Muchachito’– indica solo la existencia de un 
tinglado jurídico más montado.

Esta situación debe servir, en todo caso, para 
revisar y corregir conceptos. Debe tenerse cla-
ro, por lo pronto, que la democracia no asegu-
ra necesariamente el respeto a las libertades 
civiles y económicas que componen el Estado 
de derecho. Se puede tener un gobierno no solo 
elegido sino incluso reelegido en tres oportu-
nidades, que destruye el Estado de derecho, 
cuando otros factores se lo facilitan. En este 
caso, tales factores incluyen la abundancia de 
petróleo y la cultura estatista de una parte im-
portante de la población venezolana.

Para que la democracia garantice el respeto 

del Estado de derecho, deben cumplirse 
determinadas condiciones. Entre ellas, 
está el tener una economía diversifica-
da, que no dependa de la existencia de 
un solo commodity. Además, se requie-
re que una parte importante de la po-
blación valore la libertad y comprenda 

las consecuencias de la irrupción indebida del 
Estado en actividades que no le corresponde 
realizar. Si no se cumplen estas condiciones 
extrapolíticas, la democracia puede resultar un 
instrumento no idóneo para la protección del 
Estado de derecho.

Más allá de estas, existen otras condiciones 
referidas a la institucionalidad política que 
también han de ser satisfechas, si se quiere que 
la democracia sea consistente con el Estado de 
derecho. La principal de estas es la existencia 
de un sistema de partidos. 

Hugo Chávez llegó al poder en 1998 porque 
Venezuela tenía un sistema de partidos “im-
postado”, producto de un sistema de represen-
tación mal diseñado. Por supuesto, Chávez ha 
mantenido y profundizado los errores de dicho 
sistema, que le resulta funcional a su voluntad 
desmesurada de poder.

El fenómeno venezolano pone en claro que 
quienes aman la libertad no pueden ser bea-
tos de la democracia. Como argumenta una 
amplia literatura especializada, que va desde 
Friedrich A. Hayek hasta James S. Buchanan, 
la democracia tiene fortalezas pero también 
debilidades. Para que prevalezcan las primeras 
sobre las segundas, deben satisfacerse deter-
minadas condiciones económicas, culturales 
y políticas. Si no se confirman los indicios de 
fraude existentes, repito, Venezuela habría ra-
tificado el pasado domingo que no reúne tales 
condiciones.

Ayer publicamos en nuestra sección 
de Economía un informe que ya pa-
ra nadie debería resultar sorpresivo: 
en el 2011 el Estado dejó de gastar 
más de S/.38.000 millones, un quin-

to de todo el presupuesto público. ¿Por qué no 
debería esto de ser una sorpresa? Porque en el 
2010 se dejó de ejecutar un porcentaje casi idén-
tico del presupuesto nacional. Es decir, nuestra 
incapacidad para ejecutar un quinto de nuestro 
presupuesto parece estructural: trasciende a las 
diferentes circunstancias de los diferentes años. 
Por otra parte, vale la pena resaltar que de estos 
S/.38.000 millones, S/.11.000 millones perte-
necen al rubro de “inversión pública” (esto es, 
a obras públicas) y constituyen un 32,7% de lo 
presupuestado para esta partida.

Así las cosas, cuesta entender la facilidad 
con que el Gobierno se propone subir la presión 
tributaria, especialmente habida cuenta de que, 
como hemos demostrado varias veces, esta ya 
es casi 10 puntos porcentuales más alta que el 
promedio mundial. ¿Qué tal aprender a usar 
lo que ya se tiene antes de pedir más? ¿O es que 

acaso se cree que a los privados no les cuesta 
producir las decenas de miles de millones que el 
Estado les cobra en tributos anualmente? Mien-
tras el Estado no devuelva a la sociedad en obras 
y servicios tangibles lo que le saca en impuestos, 
¿con qué cara puede pedirle que entregue más?

El caso de la inversión pública es particular-
mente grave, teniendo en cuenta sus reper-
cusiones para el desarrollo. Ya 
antes hemos citado un estudio 
del PNUD que muestra cómo las 
regiones con menor calidad de 
vida en el país son las que tienen 
menos infraestructura. De hecho, 
como es bien sabido, uno de los 
principales “cuellos de botella” que tiene nues-
tro crecimiento actual (y, por lo tanto, la veloci-
dad con que generamos empleo y disminuimos 
la pobreza) es nuestra brecha de infraestructu-
ra, que el BID calcula en US$45.000 millones. 
Considerando esto, es hasta inmoral que el 
Estado no haya podido gastar esos S/.11.000 
millones del presupuesto de inversión pública. 

No es que no existan caminos al alcance de 

nuestra burocracia para ejecutar este gasto. Por 
ejemplo, José Luis Escaffi, socio gerente de Ges-
tión Pública de Apoyo Consultoría, ha mostrado 
en un artículo publicado en nuestro suplemen-
to Portafolio que el principal problema que 
enfrenta la inversión pública peruana radica 
en la gestión atomizada de la inversión. ¿Qué 
quiere decir esto? Que si, digamos, en un año 

–como efectivamente ocurrió en 
el 2011– los gobiernos regionales 
programasen, en promedio, 285 
proyectos de aproximadamente 
S/.2 millones, esto implicaría 
contratar 285 perfiles, 285 expe-
dientes técnicos, 285 obras y 285 

supervisiones de obra. ¿Cuántas de nuestras 
entidades estatales tienen la capacidad logística 
de procesar exitosamente su parte de tamaña 
carga burocrática? Pues tan pocas, que se queda 
sin ejecutar el mencionado 32,7% de nuestro 
presupuesto de inversión pública. Algo que se 
podría evitar si, como sugiere el mismo Escaffi, 
se utilizase más la figura de las asociaciones 
público-privadas, la misma que permite que, 

verbigracia, todas las obras de mejoramiento de 
las vías de un distrito puedan realizarse a través 
de un solo contrato de concesión o gerencia, 
en vez de tener que hacer un contrato de obra 
pública, con todos sus requisitos, cada vez que 
se requiere tapar un hueco.

En cualquier caso, si no quiere o no tiene la 
habilidad para volver más eficiente su capaci-
dad de gasto usando medios como el menciona-
do, lo que el Estado debiera hacer cada año con 
la porción de los tributos de los contribuyentes 
que no logró ejecutar el año anterior es devol-
vérsela a estos. Por un lado, ello sería más justo, 
pues no hay fundamento para que el Estado 
retenga recursos que le dieron los privados pa-
ra fines en los que él no los puede aprovechar. 
Y, por el otro, tendría el efecto de hacer que este 
dinero vuelva a la economía (en lugar de per-
manecer bajo el colchón gubernamental) y sea 
aprovechado directamente por los mismos ciu-
dadanos. Pero lo que no se puede hacer es dejar 
todos los años decenas de miles de millones de 
soles sin utilizar en las arcas estatales. Añejo, 
solo es bueno el vino.

- ÓSCAR MONTEZUMA PANEZ -
Abogado especialista en tecnologías de la información
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A falta de otras virtudes, la pretensión 
del Gobierno de establecer los temas 
que el periodismo debe abordar tiene 
gracia. Las preguntas sobre la even-
tual concesión de un indulto al ex pre-

sidente Fujimori, en particular, han despertado 
últimamente en los representantes del Ejecutivo 
una vocación pedagógica sobre los deberes de los 
hombres de prensa, que parece un guiño a los pro-
gramas cómicos de la televisión. 

El primer ministro, Juan Jiménez, por ejemplo, 
contrariado quizá porque los medios no han he-
cho notar a la ciudadanía que él ocupa ese cargo, 
ha refunfuñado: “Fíjense ustedes (en) la preca-
riedad y cuál es la agenda que pone el periodismo 
en el Perú”. Y el presidente Humala, por su parte, 
desentendiéndose del hecho de que fue él quien 
puso el asunto del indulto en agenda, ha oscilado 
entre impartir clases de Educación Física y un 

No me  
toquen ese vals

cursillo de aplomo a los reporteros que cotidiana-
mente lo asedian. “No insistan en preguntarme 
por el indulto o los llevo a la punta del cerro”, los 
amenazó inicialmente. Pero como ellos no hicie-
ron caso, peroró irritado: “Los periodistas tienen 
que actuar con seriedad y saber preguntar: eso 
enseñan en la universidad”.

A juzgar por la velocidad con la que insiste en 
escurrirse del cerco de micros cada vez que la 
espinosa materia es mencionada, sin embargo, se 
diría que alguien aprendió su lección universita-
ria bien.

Añejo, solo el vino
Dos remedios frente a la escandalosa noticia sobre la inejecución del presupuesto estatal.

OPORTUNIDAD PERDIDA
En el 2011 el Estado dejó 
de gastar más de S/.38 
mil millones, un quinto 
de todo el presupuesto 

público.
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- JOSÉ LUIS SARDÓN -
Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas (UPC)

Democracia sin libertad
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